INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 26 DE MAYO DE 1998. SUBVENCIONES. POSIBILIDAD DE QUE LAS COMUNIDADES DE BIENES SEAN BENEFICIARIAS DE AYUDAS PUBLICAS.

Se recibe en esta Intervención General consulta procedente de la Intervención Delegada en la Consejería de “.....................” sobre si es admisible que se conceda una subvención, puesto que la Comunidad de Bienes carece de personalidad jurídica, a los partícipes o miembros de una Comunidad de Bienes, como conjunto de personas físicas con capacidad de obrar y si sería aplicable supletoriamente supletoriamente los artículos 24 de la L.C.A.P y 27 del R.G.C.E.

El análisis de la Primera cuestión conduce a las siguientes

CONSIDERACIONES
1. Examinando el derecho positivo autonómico, respecto a la necesidad de poseer personalidad jurídica el beneficiario, es cierto que la Ley de Subvenciones de la Comunidad de Madrid al definir en su artículo 5 los sujetos participantes en el negocio jurídico subvencional, no se pronunció directamente sobre los requisitos para poder ser beneficiario de subvenciones. 

No obstante, ya el artículo 1 de la Ley 2/1995, al definir el concepto de subvención establece “ 1. Tendrá la consideración de subvención, a los efectos de  esa  Ley,  todo desplazamiento patrimonial que tenga por objeto una entrega dineraria  entre los distintos agentes de  la  Administración  Pública  de  la  Comunidad  de Madrid, o de éstos a otras entidades públicas o privadas y  a  particulares,..”

En parecidos términos, se manifiesta el  Art. 81.2 a) de la Ley General Presupuestaria en la redacción dada al mismo por la Ley de 27/12/90 de Presupuestos Generales del Estado para 1991, al calificar como subvención y ayudas,  “A toda disposición gratuita de fondos públicos realizada por el Estado o sus Organismos  Autónomos  a  favor  de  personas  o  Entidades  públicas  o privadas, para fomentar una actividad de utilidad o interés  social  o  para promover la consecución de un fin público.”,

El artículo 1.2 del R.D. 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se establece el Reglamento para la concesión de subvenciones públicas, así como la Regla 82 de la Orden 1/2/96 por la que se establece la “ Instrucción de Operatoria Contable a seguir en la ejecución del gasto  del Estado, se refieren al beneficiario en parecidos términos, determinando esta última:

“ Son subvenciones con cargo al  Presupuesto  de  Gastos  del  Estado  las  entregas dinerarias efectuadas desde los diferentes centros gestores a favor de personas o entidades, públicas o privadas, todas ellas  afectadas  a  una finalidad  específica  y  sin  contrapartida  directa  por  parte   de   los beneficiarios.”

Por tanto, la regulación jurídica tanto autonómica como estatal permiten concluir que para ser beneficiario de ayudas o subvenciones públicas se precisa ser persona física o jurídica, entendiendo que la expresión Entidades públicas o privadas denominadas en la ley se refieren a  personas jurídicas públicas o privadas; en efecto, la capacidad jurídica y la general de obrar sólo pueden predicarse de las personas naturales o físicas y de las jurídicas reconocidas por la Ley o a las que ésta conceda personalidad propia, conforme establece el artículo 35 del Código Civil. 

2. Este mismo criterio es el sustentado por la doctrina . Así G. Fernández Farreres precisa que beneficiario de la subvención “puede serlo en principio cualquier persona privada, ya sea jurídica o física, nacional o extranjera, ya existente -en el caso de las jurídicas- o en vias de creación- en parte como consecuencia del  propio otorgamiento de la subvención- (en cuyo caso, la solicitud y las obligaciones que corresponden al beneficiario corresponderán a los fundadores solidariamente , en tanto no se constituya la persona jurídica...) etc, dependiendo cada caso, obviamente, del fin y de los requisitos que fije la norma reguladora de la subvención.” 

3. El Consejo de Estado ha mantenido en alguno de sus dictámenes de que “no se puede conceder una subvención hasta que no se acredite que la entidad solicitante ha llegado a adquirir personalidad jurídica”. 

En consecuencia, tanto del examen del Derecho positivo, como de la doctrina, como la referencia en la Jurisprudencia (S.T.S. de 22/11/96 (1996\8470), cabe concluir que los beneficiarios de las subvenciones deben tener personalidad jurídica ya sean personas físicas o jurídicas (Entidades Públicas o privadas).

4. Precisado lo anterior, y a los efectos de la consulta es unánime el criterio de que las comunidades de bienes carecen de personalidad jurídica. Así se pronuncia unánimemente la jurisprudencia: así la STS (Sala de lo Civil ) R.J. 1996\2439 “...pues la comunidad carece de personalidad jurídica y sí en cambio la  ostenta la sociedad, cuya extinción y disolución se rige por su normativa especial.”  o la STS de 22 de mayo de 1993 (Sala de lo Civil) (R.J. 1993\3723)  las comunidades de bienes regidas  por  los arts. 392 y  ss.  del  Código  Civil,  además  de  carecer  de  personalidad jurídica, no pueden comparecer ni ser demandadas en juicio, y así dice la S. 17‑11‑1977 (RJ 1977\4224) que “si, como la reiterada jurisprudencia de  esta Sala  tiene  establecido  interpretando  el  art.  394  del  Código   Civil, cualquiera de los partícipes puede  actuar  en  juicio  cuando  lo  haga  en beneficio de la comunidad, toda vez que la sentencia que en su favor recaiga aprovechará a todos los comuneros sin que les pueda perjudicar  la  adversa, es indudable que no pueda ejercitarse contra ningún partícipe, que no  tiene representación ni aprovechamiento de los demás integrantes de la  comunidad, ninguna acción en contra de los derechos que  a  éstos  correspondan  en  la misma, pues siendo una pretensión deducida contra la  comunidad  propietaria de la cuestionada finca, han de ser llamados al pleito la totalidad  de  los componentes de la misma, por tratarse de  una  petición  a  obtener  en  una resolución única que ha de afectar a todos ellos”. 

5. Admitido el posicionamiento de que la Comunidad de bienes no tiene personalidad jurídica, es preciso aclarar que, si bien la Comunidad de bienes, como establece la S.T.S de 7/10/1927 “tiene como elementos la unidad en el objeto y la pluralidad en el sujeto...”, puede tener diversas fuentes que la originan, siendo indudable que cuando nace por ministerio de la ley, ésta misma la regula, pero cuando nace del convenio, contrato o del pacto entre los comuneros, habrá de estarse a la voluntad de los contratantes en lo referente a los derechos y deberes, representación..., lo que no mengua la fuerza expansiva del Codigo Civil como Derecho Supletorio, según establece el artículo 392 del mismo texto legal.

En este sentido, como principio general a los efectos de este informe, no existe obstáculo para que que se conceda una ayuda pública, o una subvención a una pluralidad de titulares, sin que se debiliten sus derechos por el hecho de compartir la titularidad de un derecho o de un objeto, ya que de acuerdo con el derecho positivo referido los particulares sin más matización pueden ser beneficiarios de ayudas públicas.

Este criterio de entender concedida una ayuda a la pluralidad de titulares en el supuesto de comunidad de bienes, aunque ya se manifestó que no existe un único régimen jurídico al que reconducir esta institución, es el que mantiene el Tribunal Supremo en la Sentencia de 5 de febrero de 1994 ( RJ 1994\912) “..., pues en el expresado contrato de ejecución de obra no pudo ser parte contratante  la  referida  Comunidad  de Propietarios, en cuanto la misma carece de personalidad jurídica,  sino  que lo fueron todos y cada uno de los veinticinco comuneros  integrantes  de  la misma, si bien en representación de todos ellos intervinieron  tres  de  los referidos comuneros, integrantes de la llamada Comisión Ejecutiva, según  se estipuló en los Estatutos de régimen  interno  de  la  expresada  Comunidad, regida por los arts. 392 y ss.  del  Código  Civil  y  por  los  mencionados Estatutos, por lo que los obligados a virtud de dicho  contrato  fueron  los veinticinco comuneros, según consta en la cláusula quinta del mismo,  en  la que se estipuló que “Cada final de mes se practicará una medición de  obras, así como valoración de los acopios realizados en su caso, que cada  Comunero abonará en función de su coeficiente de construcción”.”

La analogía de la jurisprudencia del Tribunal Supremo entre el negocio jurídico subvencional y los contratos (cabe mencionar entre otras: S.T.S. de 20/10/94; 22/9/95, 16/10/95; 3/5/96 y de febrero de 1997),  permite trasladar a las subvenciones el mismo criterio y razonamientos establecidos por el Tribunal Supremo en la Sentencia citada.

6. Mayor problema suscita el reconducir a una uniformidad la tramitación de las subvenciones en las que existe una pluralidad de titulares, debiendo estar en cada caso a su regulación legal o estatutaria en cuanto a representación, poderes suficientes y legitimación de quien actua en nombre de la pluralidad de titulares, para sustituir con su voluntad la voluntad social común.

7. Por último, se considera por esta Intervención que, salvo que así se determine en las propias bases reguladoras de la subvención, y, no obstante, la semejanza en el régimen jurídico de subvenciones y contratos, no pueden aplicarse ante el silencio de la Ley de Subvenciones los artículos 27 del R.G.C y 24 de la L.C.A.P en cuanto a la necesidad de formalizar en escritura pública la unión de los cotitulares, pues el ordenamiento jurídico - bien legal bien convencional - ya ha establecido la suficiencia de los vínculos preexistentes entre los cotitulares, independientemente de la subvención, ni asimismo en cuanto a la obligacion solidaria de la pluralidad de titulares ante la Administración, pues, a veces, el propio ordenamiento jurídico aplicable a la cotitularidad determina el sistema de participación en las obligaciones, así como en los beneficios.

De las consideraciones anteriores, se deducen a los efectos de la consulta planteada las siguientes 

CONCLUSIONES

8. Las Comunidades de Bienes no tienen personalidad jurídica y, por tanto, no podrán ser beneficiarias de subvenciones o ayudas públicas, lo que no obsta para que pueden ser beneficiarias de éstas la pluralidad de sujetos que comparten la propiedad de una cosa o un derecho, debiendo analizar  en cada caso los poderes, legitimación y representación de quien solicita la ayuda, salvo que se suscriba por todos los cotitulares, cuya situación han de acreditar.

9. La ausencia de regulación de la ley de Subvenciones en cuanto al supuesto de que sean beneficiarios de una ayuda una pluralidad de particulares, salvo exigencia de las bases reguladoras, no determina la aplicación de la LCAP en cuanto a la exigencia de formalizar unión entre los cotitulares mediante escritura pública y obligarse solidariamente ante la Administración, siendo suficiente la regulación legal o convencional que recae sobre la cotitularidad que comporta toda situación de comunidad.
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